
INFORME DE LA COMISIÓN DE  HACIENDA,
recaído en el proyecto de ley, en primer trámite
constitucional,  que  crea  la  Defensoría  de  los
Derechos de la Niñez.

BOLETÍN Nº 10.584-07
__________________________________

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir
su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado
en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia
calificada de “simple”. 

- - -

Cabe  hacer  presente  que,  en  sesión  de  21  de
junio de 2016, la Sala del Senado acordó que el proyecto sea informado por
la  Comisión  encargada de  tramitar  proyectos  relacionados  con los  niños,
niñas  y  adolescentes  y  no  por  la  de  Constitución,  Legislación,  Justicia  y
Reglamento, y que, posteriormente, pase a la de Hacienda, en su caso.

- - -

A  una  o  las  sesiones  en  que  la  Comisión
consideró  este  proyecto  de  ley  asistieron,  además de sus miembros,  del
Ministerio  Secretaría  General  de  la  Presidencia,  la  Asesora  del  Ministro,
señora  Antonia  Urrejola;  la  Asesora  de  la  División  Jurídica,  señora  Lizzy
Seaman;  el  Asesor  de  la  DIREPOL,  señor  Carlos  Arrué;  la  Asesora
Legislativa, señora María Jesús Mella, y el Asesor, señor Cristián Rodríguez.

Del  Ministerio  de  Hacienda,  la  Coordinadora
Legislativa, señora Macarena Lobos, y el Asesor, señor Pablo Cañas.

Del Consejo Nacional de la Infancia, la Secretaria
Ejecutiva,  señora  María  Estela  Ortiz;  la  Asesora  Jurídica,  señora  Daniela
González, y la Asesora de Comunicaciones, Karin Messenger.

De  la  Dirección  de  Presupuestos,  la  Jefa  del
Sector Defensa Nacional y Justicia, señora Sereli Pardo.

El Asesor del Honorable Senador Chahuán, señor
Christian Yunge.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor
César Moyano.

El  Asesor  del  Honorable  Senador  Espina,  señor
Pablo Urquiza.



El  Asesor  del  Honorable  Senador  García,  señor
Marcelo Estrella.

La Asesora del Honorable Senador Lagos, señora
Leslie Sánchez.

De la Oficina del  Honorable Senador Ossandón,
los Asesores, señores Alberto Jara y Gino Sáez.

Del Comité Democracia Cristiana, el Asesor, señor
Sebastián Silva.

De la  Oficina del  Honorable  Senador Pizarro,  la
Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera, y la Asesora de Prensa, señora
Andrea Gómez.

De  la  Unidad  de  Asesoría  Presupuestaria  del
Senado, la señora María Soledad Larenas.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor
Diego Vicuña.

De  Corporación  Opción,  la  Asesora  de
Seguimiento Legislativo, señora Camila de la Maza.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Crear la Defensoría de los Derechos de la Niñez,
como  una  corporación  autónoma  de  derecho  público,  con  personalidad
jurídica  y  patrimonio  propio,  cuya  finalidad  sea  la  difusión,  promoción  y
protección de los derechos de los niños y niñas.

- - -

ANTECEDENTES

En lo  relativo  a los antecedentes  jurídicos  y de
hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de
la  Comisión Especial  encargada de tramitar proyectos de ley relacionados
con los niños, niñas y adolescentes.

- - -

De  conformidad  con  su  competencia,  vuestra
Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 10; 18; 19, y
20,  permanentes,  y  los  artículos  primero  y  segundo  transitorios,  en  los
términos en que fueron aprobados por la  Comisión Especial encargada de
tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes,
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como  reglamentariamente  corresponde  de  acuerdo  al  artículo  41  del
Reglamento del Senado.

En  relación  a  ellos,  la  Comisión  de  Hacienda
introdujo modificaciones respecto del artículo 10, lo que hizo en virtud del
artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - -

DISCUSIÓN 

Previo  a  la  consideración  de  los  asuntos  de
competencia  de  la  Comisión  de  Hacienda,  la Secretaria  Ejecutiva  del
Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, efectuó una
exposición, del siguiente tenor:

En 1990, el Estado de Chile ratificó la Convención
sobre  los  Derechos  del  Niño,  comprometiéndose  a  adoptar  todas  las
medidas administrativas, legislativas y de cualquier índole necesarias para
propender a dar efectividad a los derechos reconocidos en la Convención. 

Desde  entonces,  el  país  ha  tomado  diversas
medidas en esta dirección. Entre otras:

- Igualdad de filiación; 

-  Obligatoriedad  de  enseñanza  parvularia  y
secundaria; 

- Subsistema de Protección Integral a la Infancia
Chile Crece Contigo;

- Fortalecimiento de la protección a la maternidad; 

- Política Nacional de Niñez (2000 - 2010); 

- Justicia especializada en materias de familia, y

-  Ratificación  de  protocolos  facultativos  de  la
Convención, relativos a participación de niños en conflictos armados (2003),
y a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la
pornografía (2003).

Más  recientemente,  durante  el  gobierno  de  la
Presidenta Michelle Bachelet: 

- Elaboración y aprobación de la Política Nacional
de Infancia 2015-2025.
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- En 2015, ingresa el proyecto de ley que crea el
Sistema de Garantías de Derechos de la  Niñez  (boletín  N° 10.315-18),
que: 

Permitirá institucionalizar las funciones necesarias
para  asegurar  el  respeto,  promoción  y  protección  del  desarrollo  físico,
mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños.

Considera  al  Defensor  de  los  Derechos  de  la
Niñez entre las instituciones participantes del sistema (indicación presentada
por Oficio N°1.528-363).

- En el año 2015 también ingresa el proyecto de
ley que crea la Subsecretaría de la Niñez (boletín N° 10.314-06).

Incorpora un nuevo objeto –velar por los derechos
de  los  niños,  con  el  fin  de  promover  y  proteger  su  ejercicio-  y  nuevas
funciones al Ministerio de Desarrollo Social. 

Crea la Subsecretaría de la Niñez y dos nuevos
órganos de participación social, el Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez y
el Consejo Nacional de los Niños.

- Este proyecto propone avanzar un paso más con
la creación de una institución nacional de derechos humanos autónoma que
vele por la difusión, promoción y protección de los derechos de los niños,
tanto  por  parte  de  los  órganos  del  Estado  como  de  aquellas  personas
jurídicas de derecho privado vinculadas a estas materias. 

-  Se  otorga protagonismo  y  visibilidad a  una
temática que tiende a diluirse frente a la amplitud de problemáticas que se
generan en materia de derechos humanos.

Antecedentes del proyecto

- El Comité de los Derechos del Niño de Naciones
Unidas recomendó a Chile –en los años 2002, 2007 y 2015- la creación de
un  mecanismo  independiente  y  eficaz  que  vigile  la  aplicación  de  la
Convención,  siguiendo  los  principios  de  las  instituciones  nacionales  de
promoción y protección de los derechos humanos (Principios de París).

- Desde el año 2007 se han presentado  diversas
mociones parlamentarias que crean el Defensor de la Niñez. 

-  Este proyecto reconoce esos esfuerzos, recoge
las  recomendaciones  de  UNICEF  y  se  nutre  además  del  diálogo  con  la
sociedad civil.

-  Sobre  las  instituciones  nacionales  de
Derechos Humanos (marco internacional): 
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Son  órganos  estatales  a  los  que  se  confiere  el
mandato  constitucional  o  legislativo de proteger  y  promover  los  derechos
humanos. 

Son independientes y autónomos; forman parte de
la estructura del Estado, pero no están bajo la autoridad directa del Poder
Ejecutivo, del Poder Legislativo ni del Poder Judicial.

 
Los Estados tienen derecho a elegir el marco que

les resulte  más apropiado,  siempre que cumplan las normas mínimas en
cuanto a las funciones y responsabilidades establecidas en los Principios de
París.

No  se  impone  un  modelo  único a  estas
instituciones.  Se  respeta  su  diversidad  y  pluralidad  y  se  reconocen  las
tradiciones jurídicas específicas en que se insertan.

Los  sistemas  nacionales  de  protección  de  los
derechos humanos, actúan como  puente entre los gobiernos y la sociedad
civil y  sirven  de  enlace  entre  las  normas  internacionales  de  derechos
humanos y los ordenamientos internos.

Proyecto de ley

Presentación General

Se  adopta  un  modelo  de  órgano  especializado
autónomo.

- Se propone un ente independiente, especializado
y  autónomo.  Algunos  países  atribuyen  la  protección  y  promoción  de  los
derechos de los niños a un órgano especializado que forma parte  de un
Ombudsperson o Instituto Nacional de Derechos Humanos, INDH, (Ejemplos:
Argentina -  Colombia);  otros,  crean una institución especializada y aparte
(Ejemplos: Noruega, Australia, Perú y Reino Unido). 

- Se establece la obligación de coordinación tanto
con  el  INDH y  otros  órganos  de  protección  de  derechos  humanos  (para
asegurar la protección y promoción integral de los derechos humanos). 

Se  crea  corporación  autónoma de  derecho
público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. 

-  El  proyecto  considera  especialmente  relevante
que  el  estatuto  jurídico  del  Defensor,  su  sistema  de  nombramiento  y
remoción,  la  estructura  orgánica de la  institución  y su financiamiento,  así
como sus funciones y potestades, la doten de la máxima independencia y
autonomía.

Se  opta  por  una  magistratura  de  opinión  y
persuasión. 
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-  Órgano  revestido  de  “auctoritas”  y  no  de
“potestas”, la incidencia y la eficacia de sus recomendaciones derivan de la
objetividad e independencia con que desarrolle sus actuaciones. 

-  Su  actividad  es  de  influencia,  carece  de
competencias  de  control  vinculante,  como  las  de  aquellos  órganos  que
ejercen jurisdicción, a excepción de casos muy relevantes de interés social.

Contenidos específicos 

Índice

Título  I.  Objeto  y  funciones:  -  Párrafo  1°
Disposiciones generales. - Párrafo 2° Funciones y atribuciones. 

Título II. Organización: - Párrafo 1° Organización
interna. - Párrafo 2° Del Defensor. - Párrafo 3° Del Consejo Consultivo.

Título III. Personal y patrimonio

Disposiciones transitorias

Continuó  con  la  exposición,  refiriéndose  a  los
objetivos del  proyecto  de  ley,  la  Asesora del  Ministro  de la  Secretaría
General de la Presidencia, señora Antonia Urrejola:

Contar  con  un  órgano  que  se  encargue  de  la
difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los
niños y niñas que se encuentren dentro del territorio de la República:

-  ¿Cuáles derechos? Aquéllos reconocidos en la
Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del
Niño  y  demás  tratados  internacionales  ratificados  por  Chile  que  se
encuentren vigentes, así como en la legislación nacional. 

- ¿Respecto de quiénes? Respecto de órganos del
Estado y personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la
promoción y protección de los derechos de niños y niñas.

-  ¿Cuáles  principios  se  deben  tener  en
consideración? El  interés  superior  del  niño,  el  derecho  a  ser  oído  y  la
autonomía progresiva.

Características principales

Siguiendo  recomendaciones  del  Comité  de  los
Derechos del Niño de Naciones Unidas, se opta por un órgano especializado,
que se estructure y caracterice conforme a su rol de observador del Sistema
de Garantías de los derechos de la niñez: 
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-  Autónomo,  dando  estricto  cumplimiento  a
Principios de París y observaciones de Comité de Derechos del Niño.

-  Magistratura  de  influencia  o  de  persuasión
(modelo de Noruega, Australia, Suecia y Reino Unido). 

-  Componente  institucional  del  Sistema  de
Garantías de derechos de la niñez. 

- Forma  parte del sistema nacional de Derechos
Humanos.

Ventaja del  modelo:  incorpora carácter prioritario
del interés superior del niño y da protagonismo y visibilidad a temática de
niñez, estableciendo la debida coordinación con el INDH para darle a su vez
una mirada integral, pues los derechos humanos son indivisibles.

Principales funciones

Difundir, promover y proteger los derechos de los
niños y niñas, respetando siempre su interés superior, su derecho a ser oído
y su autonomía progresiva.

-  Difusión: recepción, facilitación y difusión de la
opinión de niños y niñas. 

- Promoción: elabora informes y recomendaciones;
actúa  como  “amicus  curiae”  ante  tribunales;  promueve  cumplimiento  de
Convención sobre los Derechos del Niño y adhesión o ratificación de tratados
e instrumentos internacionales en la materia.

-  Protección:  observa  y  hace  seguimiento  a
actuación de órganos de la administración del Estado y personas jurídicas de
derecho  privado  que  tengan  por  objeto  la  promoción  o  protección  de
derechos de los niños o niñas; visita centros de privación de libertad o de
protección; denuncia vulneraciones a los derechos de los niños. 

-  En caso de delitos,  debe denunciarlos.  Si  son
delitos  de  lesa  humanidad,  además,  debe  ponerlos  en  conocimiento  del
INDH.  Excepcionalmente,  puede  deducir  querella  en  ciertos  delitos  que
causen  interés social:  sustracción de menores, delitos contra la integridad
sexual, homicidio, infanticidio y lesiones corporales. 

-  Además,  debe  colaborar  con  las  instituciones
nacionales sobre derechos humanos en el ámbito de sus competencias, en
la  elaboración  de  los  informes  para  ser  presentados  ante  organismos
internacionales.

Organización

Defensor de los Derechos de la Niñez: 
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- Director y representante legal de la Defensoría. 

- Dura 8 años en el cargo, no reelegible.

-  Designado  por  el  Senado  a  propuesta  de  la
Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de la misma
Corporación.

-  Requisitos:  entre  otros,  ser  ciudadano  con
derecho a sufragio, contar con título profesional y reconocida trayectoria en
ámbito de derechos de la niñez. 

-  Remoción  por  Corte  Suprema,  en  virtud  de
ciertas causales, a requerimiento del Senado por mayoría de sus miembros
en ejercicio. (Sistemas de nombramiento y remoción, elaborados a partir de
los modelos adoptados por otros órganos nacionales con autonomía legal,
como  el  Instituto  Nacional  de  Derechos  Humanos  y  el  Consejo  para  la
Transparencia).

Consejo Consultivo 

-  Función: asesorar al Defensor en cuestiones de
su competencia que requieran del pronunciamiento de la Sociedad Civil.

-  Participan:  representantes  de la  sociedad civil,
organizaciones de niños y niñas y universidades reconocidas por el Estado y
acreditadas.

Informe Anual

Anualmente, el Defensor deberá presentar ante el
Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte
Suprema un informe que tendrá como principal objetivo visibilizar el estado
de protección de los derechos de los niños.

Contenidos del informe:

-  Actividades  desarrolladas,  vinculadas  al
cumplimiento de su mandato. 

-  Situación  nacional en  materia  de  derechos  de
niñez. 

-  Cumplimiento efectivo por parte de órganos del
Estado y privados con fines de promoción y protección de derechos de los
niños, respecto de derechos de la niñez, incluyendo opinión de la conducta
de éstos frente a sus requerimientos. 

-  Cumplimiento  de  los  antecedentes  e  informes
que se soliciten por parte del Defensor. 
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- Situación de niños y niñas que se encuentren en
centros de privación de libertad y centros residenciales de protección.

-  Recomendaciones generales para el  resguardo
de derechos de la niñez.

La Jefa del Sector Defensa Nacional y Justicia
de la Dirección de Presupuestos, señora Sereli Pardo, afirmó que, en lo
que se refiere propiamente a gastos en personal,  gastos permanentes de
operación  y  gastos  transitorios:  se  crean 26 cargos como dotación  de la
Defensoría, se contemplan $1.738 millones para el primer año –incluyendo
los gastos transitorios-, y $1.333 millones para gastos en régimen.

El  Honorable  Senador  señor  Pizarro  consultó
cómo será  la  conformación  del  Consejo  Consultivo,  dado  que  lo  que  se
establece en el artículo 17 es muy genérico y hace surgir dudas acerca de su
integración y de si existirán reclamos en torno a dicha materia. Asimismo,
inquirió  si  el  Consejo prestará asesoría  a la instancia que debe proponer
candidatos para ser Defensor de la Niñez.

El  Honorable Senador señor García señaló que
la iniciativa legal requiere mayor estudio y debe consultarlo con el resto de
los integrantes de su Comité,  dado que el  diseño de la  nueva institución
innova en varios aspectos y desconoce si contará con unanimidad. Observó
que se trata de una corporación autónoma de derecho público que queda
fuera de los poderes del Estado y no se sabe bien cómo se inserta dentro de
la orgánica estatal,  quedando fuera, incluso, de la fiscalización que puede
ejercer la Cámara de Diputados.

Asimismo, la designación del Defensor no surgirá
de una propuesta  del  Presidente de la  República,  lo  que también resulta
excepcional.

Además,  consultó  quién  definirá  cuándo  una
materia reviste interés social y se actúa en consonancia. En relación a ello,
recordó  los  cuestionamientos  que existen  acerca  de la  labor  del  Instituto
Nacional de Derechos Humanos en relación a la Región de La Araucanía y
las víctimas de atentados de diverso tipo.

Concluyó manifestando que no tiene duda alguna
acerca de la necesidad de que exista una Defensoría de la Niñez, pero no
puede estar seguro de que la forma escogida sea la óptima para ello.

El  Honorable  Senador  señor  Lagos  expresó
apoyar la iniciativa legal, pero le genera dudas el punto específico sobre el
nombramiento del Defensor, más aún al plantearse un cambio en el trámite
anterior,  pasando  de  una  propuesta  del  Consejo  Directivo  del  Instituto
Nacional  de  Derechos  Humanos  a  una  recomendación  de  una  terna
presentada  por  la  Comisión  de  Derechos  Humanos,  Nacionalidad  y
Ciudadanía del Senado, que representa un precedente complejo en relación
a las atribuciones de la Cámara Alta.
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Por otro lado, consultó cuál ha sido la opinión del
Instituto Nacional de Derechos Humanos sobre el proyecto de ley, dado que
se ha explicado que en otros países es una entidad como la mencionada la
que recoge lo referido a la defensa de la niñez.

El  Honorable  Senador  señor  Coloma  consultó
cómo operará este organismo ante violaciones a los derechos de los niños
por parte de Servicios del Estado como, por ejemplo, el SENAME.

El  Honorable Senador señor Montes  acotó que
le parece relevante la creación de la nueva institucionalidad que se preocupe
de los niños. Por otra parte, preguntó a los representantes del Ejecutivo su
opinión acerca de lo que ocurre con los niños y qué hacer a su respecto, por
ejemplo en materia  escolar  y si  someterlos a un modelo estandarizado o
fuera de dicho modelo. En su opinión existe una confusión del Estado y de
las familias en torno a lo que debe hacerse,  en general,  con los niños y
adolescentes.  Asimismo,  estimó  que  el  establecimiento  educacional  es
central en lo que concierne al niño pero, al mismo tiempo, ha ido perdiendo
relevancia a su respecto. 

La  Asesora  del  Ministro  de  la  Secretaría
General de la Presidencia, señora Urrejola, respondió las inquietudes de
los señores senadores, del siguiente modo:

-  Efectivamente,  la  norma  que  se  refiere  al
Consejo  Consultivo  es  bastante  genérica  y  entrega  al  estatuto  la
determinación específica de creación y funcionamiento del mismo, siguiendo
el modelo que actualmente tiene el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

- El Defensor debe denunciar toda vez que en el
ejercicio de su cargo tome conocimiento de hechos que revistan carácter de
delito, lo que representa una disposición genérica dentro del ámbito público.
Una atribución específica es la de querellarse en causas que involucren un
interés  social  relevante  y  exijan  pronta  solución  por  su  gravedad  e
importancia para los derechos de los niños y niñas.

- La Defensoría, al igual que el Instituto Nacional
de  Derechos  Humanos,  es  un  organismo  que  se  crea  al  alero  de  la
Organización de las Naciones Unidas, formando parte de la estructura del
Estado, como entidad pública, pero no integra ninguno de los poderes del
Estado,  dado  que  su  función  es  precisamente  prevenir  y  alertar  sobre
violaciones de los derechos humanos por parte del Estado.

-  Nombramiento  del  Defensor.  Originalmente  el
Ejecutivo planteaba que fuera el Consejo Directivo del Instituto Nacional de
Derechos Humanos el que propusiera el candidato al Senado, dado que se
trata  de  un órgano colegiado en el  que se encuentran representados los
distintos  ámbitos  de  la  sociedad  y  del  espectro  político,  con  una
conformación pluralista. A la Comisión Especial del Senado encargada del
estudio  de  la  iniciativa  legal  no  le  pareció  que  el  INDH  tuviera  una
intervención por resquemores con la actuación del Director Nacional de la
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entidad,  y  acordaron  los  senadores  integrantes  de  la  Comisión  que  la
propuesta  fuera  a  partir  de  una  terna  presentada  por  la  Comisión  de
Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

-  En  cuanto  al  concepto  de  interés  social,  que
reemplazó  al  de  alarma  pública,  a  efectos  de  definir  cuándo  se  podrá
querellar el Defensor de la Niñez, se trató de una larga discusión, buscando
ampliar los márgenes de la figura y cuándo se está frente a dicho concepto
queda entregado al criterio del Defensor mismo.

-  Respecto  de  las  violaciones  a  los  derechos
humanos, señaló que el Estado puede incurrir  en esa figura por acción u
omisión, en este último caso cuando se trate de un privado que atenta contra
un derecho fundamental y el Estado no hace nada ante una denuncia sobre
la materia. Por ello, la Defensoría no es un Servicio Público propiamente tal,
dado que fiscaliza la acción del Estado.   

El  Honorable Senador señor Coloma  consideró
complejo  que  exista  una  institución  pública  que  pueda  fiscalizar  o  hacer
críticas y observaciones sobre proyectos de ley o fallos de la Corte Suprema.

El Honorable Senador señor Lagos acotó que la
inacción  del  Estado  que  incide  en  violaciones  a  los  derechos  humanos
también debe ilustrarse y entenderse con situaciones que se producen, por
ejemplo, con una Fiscalía laxa que no persigue con el mismo celo a quienes
cometen delitos de determinada especie, lo que genera el reclamo de las
víctimas.  En  ese  caso,  podría  actuar  el  organismo  correspondiente  de
defensa de los derechos humanos, preguntó.

La Secretaria  Ejecutiva  del  Consejo  Nacional
de  la  Infancia,  señora  Ortiz,  señaló  que  en  todos  los  proyectos  de  ley
presentados, que se refieren a la infancia, existe una mirada que hoy no se
encuentra presente en el ordenamiento jurídico, considerando a los niños y
adolescentes como sujetos de derechos e ir generando políticas universales
a  su  respecto.  Agregó  que  en  el  último  tiempo  han  debido  enfrentar
situaciones de vacíos legales en relación a niños LGBT (lesbianas,  gays,
bisexuales  y  transexuales)  o  transgénero  que  eran  expulsados  de
establecimientos educacionales y debía buscarse que siguieran estudiando.
Asimismo, puede incluir visiones acerca de políticas urbanas que ayuden a
no segregar a los niños.

El  Honorable Senador señor Montes  manifestó
que el niño de hoy es muy distinto al de hace 20 ó 30 años, y la sociedad y
sus instituciones enfrentan el problema de no saber cómo abordar al niño
actual, en que adquieren mayor importancia las redes sociales y los medios
de comunicación y pierde relevancia la escuela.

- - -
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A continuación se describen o reproducen, según
el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de
competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Crea la “Defensoría de los Derechos de la Niñez”
como  una  corporación  autónoma  de  derecho  público,  con  personalidad
jurídica y patrimonio propio. Su domicilio será la Región Metropolitana, sin
perjuicio de los domicilios que pueda establecer en las distintas regiones del
país.

Puesto  el  artículo  en  votación,  fue  aprobado
por la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 10

Dispone,  textualmente,  lo  siguiente  respecto  del
Defensor de la Niñez:

“Artículo 10. El Defensor de la Niñez, en adelante
“el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará
encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las
atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez.

El  Defensor  será  designado  por  acuerdo  del
Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir
de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de
Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para
estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del
Instituto  Nacional  de  Derechos  Humanos  y,  tanto  a  académicos  de
destacada trayectoria, como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados
a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que
la  Comisión  estime  pertinente.  En  caso  de  que  el  Senado  no  designe  a
alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de 30 días,
ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.

El  nombramiento  del  Defensor  será  formalizado
mediante  Decreto  Supremo  expedido  a  través  del  Ministerio  Secretaría
General de la Presidencia.

El Defensor durará ocho años en su cargo y no
podrá ser designado por un nuevo período.

Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en
que el  defensor  designará  a su  subrogante  y las  normas que rijan dicha
subrogancia.”.
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El Honorable Senador señor Lagos planteó que
le parece más adecuada la fórmula original propuesta por el Ejecutivo en el
proyecto de ley, con el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos
Humanos  -previo  concurso  público-  proponiendo  un  candidato  para  ser
designado por el Senado.

La  Asesora  del  Ministro  de  la  Secretaría
General de la Presidencia, señora Urrejola, señaló que se trata de una de
las  disposiciones  más  discutidas  y  analizadas  en  la  citada  Comisión
Especial,  y  el  texto  propuesto  responde  a  un  acuerdo  logrado  entre  los
integrantes de la Comisión que conciliaba las distintas visiones existentes en
la materia,  resultando aprobada por la unanimidad de los miembros de la
instancia.

El  Honorable  Senador  señor  García  expresó
que, del texto propuesto por la Comisión Especial,  comparte que el cargo
dure 8 años y que el quórum de aprobación sea por los dos tercios de sus
miembros en ejercicio, y la parte que quisiera que se cambie es que sea una
Comisión del Senado la que proponga el candidato o la terna.

El Honorable Senador señor Pizarro recogió los
planteamientos anteriores, y agregó que ante las consultas que deberá hacer
la Comisión  de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía estarán en
presencia de un procedimiento que puede resultar engorroso y muy largo,
por lo que propuso que se mantengan los 8 años de duración del cargo y el
quórum de dos tercios para la aprobación del candidato, con una propuesta
que surja del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos,
previo concurso público.

El  Honorable Senador señor Montes  manifestó
que las prerrogativas  del  Congreso Nacional  no debieran ir  por  proponer
nombres para  cargos,  más bien  debieran extenderse a  poder  discutir  las
políticas y la evaluación de la acción de estas entidades. Agregó compartir
las propuestas que se han escuchado anteriormente.

Puesto  el  artículo  en  votación,  fue  aprobado
con  modificaciones,  según  se  indicará  en  su  oportunidad,  por la
unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,  Honorables
Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 18

Es del siguiente tenor:

“Artículo 18.  Las personas que presten servicios
para la Defensoría se regirán por el  Código del Trabajo. Con todo, serán
aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N°
20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos
de  Intereses  y  las  disposiciones  del  Título  III  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional  de Bases Generales de la Administración del  Estado,  cuyo
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texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  fue  fijado  por  el  decreto  con
fuerza  de  ley  Nº  1,  de  2001,  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia,  debiendo dejarse  constancia  en  los  contratos  respectivos  de
una cláusula que así lo disponga.

Quienes  desempeñen  funciones  directivas  en  la
Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el
Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de
selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N°
19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos
que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.

Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k)
del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio
de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº
18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730
que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares
ante  las  Autoridades  y  Funcionarios,  y  deberá  realizar  declaración  de
patrimonio  e  intereses  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  ley  N°  20.880,  ya
referida.

El  Defensor  percibirá  una  remuneración  bruta
mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.”.

Puesto  el  artículo  en  votación,  fue  aprobado
por la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 19

Prescribe lo que sigue:

“Artículo 19. La Defensoría deberá cumplir con las
normas  establecidas  en  el  decreto  ley  Nº  1.263,  de  1975,  sobre
Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos
y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.

Asimismo,  la  Defensoría  estará  sometida  a  la
fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a
su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.

Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán
exentas  del  trámite  de  toma  de  razón  por  la  Contraloría  General  de  la
República.”.

El  Honorable Senador señor García  consultó la
razón por la que todas las resoluciones del Defensor deban quedar exentas
del  trámite  de  toma de razón.  Señaló  que parte  de  la  fiscalización  de la
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Contraloría General de la República debiera referirse también a resoluciones
del Defensor que incidan sobre el personal y las cuentas de la entidad.

La  Asesora  de  la  División  Jurídica  del
Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Lizzy Seaman,
respondió que la fórmula por la que se consulta se estableció en atención a
la autonomía del Defensor, por lo que se adoptó idéntica solución que en
otros  organismos  autónomos  como  el  Instituto  Nacional  de  Derechos
Humanos y el Consejo para la Transparencia.

La  Coordinadora Legislativa del  Ministerio  de
Hacienda,  señora  Lobos,  explicó  que  la  fiscalización  de  la  entidad
contralora se restringe a personal  y examen de cuentas,  por lo que para
otorgar la celeridad propia de otras instituciones similares se le exime del
trámite de toma de razón.

El  Honorable  Senador  señor  Montes  observó
que la duda surge a partir de si las resoluciones del Defensor que quedan
exentas de toma de razón son sólo cualitativas o también las administrativas
de todo ámbito.

La  señora  Lobos indicó  que  se  refiere  sólo  a
aquellas  resoluciones  de  fondo  o  de  mérito,  además  que  la  Contraloría
General de la República sólo efectúa un análisis referido a la legalidad de las
actuaciones y no a su mérito.

Respecto de este artículo, el Honorable Senador
señor García efectuó solicitud de votación separada respecto del inciso
final del artículo.

En votación el  inciso final,  fue aprobado por
tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes
y Pizarro, y un voto en contra del Honorable Senador señor García.

Puesto  en  votación  el  resto  del  artículo,  fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,
Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 20

El patrimonio de la Defensoría estará formado por:

a) Los aportes que anualmente le destine la Ley
de Presupuestos del Sector Público.

b)  Los  bienes  muebles  e  inmuebles  que  se
transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos
de dichos bienes.
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c)  Las  donaciones,  herencias  o  legados  que  le
hagan, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere
el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones
y donaciones establecido en la ley N°16.271 sobre Impuesto a la Herencia,
Asignaciones y Donaciones.

d) Los aportes de la cooperación internacional que
reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos. 

Puesto  el  artículo  en  votación,  fue  aprobado
por la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Su contenido es el siguiente:

“Artículo  primero.  La  presente  ley  entrará  en
vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.

La primera designación del Defensor de la Niñez
se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el
Diario  Oficial,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  inciso  segundo  del
artículo 10 de la presente ley, para efectos de la instalación de la Defensoría
de  los  Derechos  de  la  Niñez.  En  tanto  no  inicie  sus  actividades  dicha
Defensoría,  la  remuneración  del  Defensor  de  la  Niñez  se  financiará  con
cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior,
la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la
presente ley haya entrado en vigencia.

El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo
17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la
Defensoría.”. 

El  Honorable  Senador  señor  Pizarro  consultó
cómo, si la primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de
los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se
logrará cumplir dicho plazo si se requiere hacer un concurso público y que
luego el Senado se pronuncie sobre el candidato.

La  Asesora  del  Ministro  de  la  Secretaría
General  de  la  Presidencia,  señora  Urrejola,  señaló  que  no  existe
intervención  de  la  Alta  Dirección  Pública  en  la  elección  del  candidato  a
Defensor y que se procede de igual modo que en el caso del Director del
Instituto Nacional de Derechos Humanos.

16



El  Honorable Senador señor Lagos  reiteró que
en el artículo 10, del modo en que lo aprobaron precedentemente, existirá un
concurso público previo a la elección del candidato por parte del Consejo
Directivo del INDH, por lo que es posible suponer que la primera designación
de la que trata el presente artículo tenga un plazo que resulte exiguo, como
son 60 días desde la publicación de la ley.

Agregó que, en el texto aprobado en general por el
Senado, la entrada en vigencia de la ley se producía 10 meses después de
su  publicación  y  la  primera  designación  del  Defensor  se  haría  60  días
después de la entrada en vigencia. En cambio ahora, observó, la primera
designación es previa a la entrada en vigencia de la ley.

La  Asesora,  señora  Urrejola,  expresó  que  el
concurso  público  permitirá  oír  a  las  organizaciones  de  la  sociedad  civil
vinculadas  al  área.  Sostuvo  que,  efectivamente,  se  puede  producir  un
problema por  el  plazo de 60 días  para  designar  al  Defensor,  por  lo  que
debiera revisarse.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que
el Ejecutivo debiera modificar el referido plazo y también definir un período
determinado  para  que  el  Senado  se  pronuncie  acerca  del  candidato
propuesto.

Puesto  el  artículo  en  votación,  fue  aprobado
por la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo segundo

Establece  que  el  mayor  gasto  fiscal  que
represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de
su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-
104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos
del año respectivo.

El Honorable Senador señor García observó que
se está creando un nuevo organismo que es autónomo y, habitualmente, lo
que se hace es facultar al  Presidente de la República para estructurar el
primer presupuesto de la institución.

La  Coordinadora Legislativa del  Ministerio  de
Hacienda,  señora Lobos,  señaló que el financiamiento que contempla la
disposición se entregará una vez que la entidad se encuentre conformada,
no obstante,  consideró que sería  correcto incorporar  una norma de estilo
como  la  mencionada,  que  autoriza  al  Ejecutivo  a  conformar  el  primer
presupuesto de la nueva institución. 

El  Honorable  Senador  señor  Montes  dejó
constancia  del  acuerdo existente  con los  representantes  del  Ejecutivo  en
orden  a  que  se  propondrán,  en  los  futuros  trámites,  modificaciones  para
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ajustar los plazos del artículo primero transitorio y autorizar la conformación
del primer presupuesto de la Defensoría.

Puesto  el  artículo  en  votación,  fue  aprobado
por la  unanimidad  de  los  miembros  presentes  de  la  Comisión,
Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección
de  Presupuestos  del  Ministerio  de  Hacienda,  de  22  de  marzo  de  2016,
señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Objetivos del proyecto de ley

a.  Crear  la  Defensoría  de  los  Derechos  de  la
Niñez:

-  como  una  corporación  autónoma  de  derecho
público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.

-  cuyos  objetivos  son  la  difusión,  promoción  y
protección de los derechos de los niños y niñas que se encuentren dentro del
territorio de la República.

-  su  organización  interna  se  regirá  por  lo  que
disponga  la  ley  y  sus  estatutos,  los  que  se  aprobarán  mediante  decreto
supremo  expedido  a  través  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia.

b. Crear la figura del Defensor de la Niñez:

-  será  el  Director  y  Representante  Legal  de  la
Defensoría  de  los  Derechos  de  la  Niñez  y  el  encargado  de  dirigirla  y
administrarla.

-  durará  5  años  en  el  cargo  y  no  podrá  ser
designado para un nuevo periodo.

c. Crear un Consejo Consultivo:

-  órgano  colegiado  asesor  del  Defensor  de  la
Niñez.

1. se  conformará  con  representantes  de  la
sociedad civil,  de organizaciones de niños y niñas y de las universidades
reconocidas por el Estado y acreditadas.

-  se elaborará un registro  de las organizaciones
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antes señaladas.

II.  Efecto  del  proyecto  sobre  el  Presupuesto
Fiscal

El proyecto de ley irroga gastos por los siguientes
conceptos:

a.  Gasto  en  personal,  sueldos,  horas  extras  y
viáticos  producto  de la  creación  de la  Defensoría  de  los  Derechos de la
Niñez:

Dotación N°
Defensor de la Niñez 1
Directivos 6
Profesionales 11
Técnicos 1
Administrativos 4
Auxiliares 3
Total 26

b. Gastos permanentes de operación.

c.  Gastos  transitorios asociados a la  habilitación
del  inmueble  en  donde  funcionará  la  Defensoría,  mobiliario,  equipos  y
programas informáticos.

El gasto anual y en régimen es el siguiente:

Supuestos de la gradualidad:

-  El  gasto  en  personal  y  el  gasto  de  operación
permanente se consideran por año completo desde el año 1.

- El gasto por una vez se hace en el año 1.

Conforme a lo señalado, el proyecto de ley irroga
un mayor gasto fiscal transitorio de $ 405.125 miles y un mayor gasto
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permanente de $ 1.333.149 miles.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de
este proyecto de ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se
financiará mediante transferencia del ítem 50-01- 03-24-03-104 de la Partida
Presupuestaria  Tesoro  Público  de  la  Ley  de  Presupuestos  del  año
respectivo,  y  en  los  años  siguientes  con  los  recursos  que  consulten  las
respectivas leyes de presupuestos.”.

- Posteriormente, se presentó informe financiero
complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio
de Hacienda, de 18 de enero de 2017, que señala, de manera textual, lo
siguiente:

“I. Antecedentes

Las  indicaciones  tienen  por  objeto  hacer
adecuaciones al proyecto de ley en los siguientes aspectos, principalmente:

a.  Se  modifica  la  forma  en  que  se  designa  al
Defensor, en el sentido de que éste será designado por acuerdo del Senado
a  partir  de  la  recomendación  de  una  terna  que  deberá  presentarle  la
Comisión  de  Derechos  Humanos,  Nacionalidad  y  Ciudadanía  de  dicha
corporación, en vez de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto de
Derechos  Humanos,  previo  concurso  público,  como  se  establecía  en  el
proyecto inicial.

b. Se reduce el plazo de entrada en vigencia de la
ley, de 10 a 5 meses.

c. Se modifica lo relativo a la primera designación
del Defensor de la Niñez, estableciendo el plazo de 60 días en relación a la
publicación de la ley y no a la entrada en vigencia de la misma. Lo anterior,
para efectos de la instalación de la Defensoría.

d.  Consecuente  con  lo  anterior,  se  supedita  la
constitución legal de la Defensoría a la entrada en vigencia de la ley, en vez
de al nombramiento del primer defensor, como en el proyecto original.

II.  Efectos  de  la  indicación  sobre  los  Gastos
Fiscales

La  presente  indicación  no  implica  un  mayor
gasto fiscal  respecto de lo establecido en el Informe Financiero N° 31 del
año 2016.”.

Se deja constancia de los precedentes informes
financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo
17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
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- - -

MODIFICACIONES

En  conformidad  con  los  acuerdos
precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de
proponer  la  siguiente  enmienda  al  proyecto  aprobado  por  la  Comisión
Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños,
niñas y adolescentes:

Artículo 10

Inciso segundo

Sustituirlo por el siguiente:

“El  Defensor  será  designado  por  acuerdo  del
Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir
de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos
Humanos,  previo  concurso  público.  Durante  éste,  el  Consejo  Directivo
deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas
a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas. En
caso que el candidato propuesto sea rechazado, el Consejo hará una nueva
propuesta, sobre la base del mismo concurso.”. (Unanimidad 4x0. Artículo
121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de la modificación anterior, el  proyecto
de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

Objeto y funciones

Párrafo 1° Disposiciones Generales

Artículo  1º.  Créase  la  “Defensoría  de  los
Derechos  de  la  Niñez”,  en  adelante  también  “la  Defensoría”  como  una
corporación  autónoma  de  derecho  público,  con  personalidad  jurídica  y
patrimonio propio.

Su domicilio  será  la  Región  Metropolitana,  sin
perjuicio  de  los  domicilios  que  pueda  establecer  en  las  distintas
regiones del país.
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Artículo 2º. La Defensoría de la Niñez tendrá por
objeto  la  difusión,  promoción  y  protección  de  los  derechos  de  que  son
titulares  los  niños  y  niñas  que  se  encuentren  dentro  del  territorio  de  la
República,  reconocidos en la  Constitución  Política  de la  República,  en  la
Convención  sobre  los  Derechos  del  Niño  y  en  los  demás  tratados
internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como en
la legislación nacional, velando por su interés superior.

Artículo  3º. La  Defensoría  desempeñará  sus
funciones con autonomía de las instituciones públicas.

Párrafo 2° Funciones y atribuciones

Artículo  4º. Corresponderá  especialmente  a  la
Defensoría de la Niñez:

a) Difundir, promover y  proteger los derechos de
los niños y niñas de acuerdo a lo que establece la presente ley.

b)  Derivar  al  órgano  competente,  cuando
corresponda,  aquellas  peticiones  que  reciba  sobre  asuntos  que  se  le
formulen, dentro del ámbito de sus competencias.

En el  ejercicio  de esta atribución,  podrá  realizar
recomendaciones específicas sobre las materias objeto de las peticiones que
reciba, de conformidad a lo dispuesto por el literal f) de este artículo.

La Defensoría de la Niñez no podrá pronunciarse
sobre un asunto que se encuentre en trámite ante los Tribunales de Justicia
o ante el órgano de la Administración del Estado competente. Sin embargo,
podrá efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o
emitir opiniones en relación con la materia de que se trate, de conformidad
con las letras f) y h) de este artículo.

c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños
y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas
jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección
de derechos de los niños y niñas, cuando haya tomado conocimiento, de
oficio o a petición de parte de actos u omisiones que pudieren vulnerar los
derechos de los niños y niñas.

d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de
los órganos de la administración del Estado, a personas jurídicas de derecho
privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los
niños o niñas y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones
tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.

e) Requerir antecedentes o informes a los órganos
de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por
objeto  la  promoción  o  protección  de  los  derechos  de  los  niños  y  niñas,
cuando,  dentro  del  ámbito  de  sus  competencias,  tome  conocimiento,  de
oficio  o  a petición de parte,  de posibles vulneraciones a los derechos de
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niños y niñas por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el
requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de
la información solicitada.

f)  Emitir informes y recomendaciones que tengan
por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas.

g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los
niños  y  niñas ante  el  órgano  administrativo  o  judicial  competente,  según
corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.

h)  Actuar como amicus curiae ante los tribunales
de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su
opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las
materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no
conferirá  a  la  Defensoría  la  calidad de parte  ni  suspenderá  o  alterará  la
tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarla en la
sentencia.

i)  Promover  el  cumplimiento  de  la  Convención
sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a
los derechos de los niños y niñas ratificados por Chile y que se encuentren
vigentes, en la legislación, reglamentos y prácticas nacionales.

j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e
instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.

k)  Visitar  los  centros  de  privación  de  libertad,
centros residenciales de protección y cualquier lugar en que un niño o niña
permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado,
sin  perjuicio  de  las  facultades  de  los  demás  organismos  públicos
competentes en la materia.

l)  Recoger,  facilitar  y  difundir  la  opinión  de  los
niños y niñas, promoviendo su respeto y consideración. 

m)  Colaborar  con  el  Instituto  Nacional  de
Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de
los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de
las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como
ante otras organizaciones internacionales.

n)  Celebrar  convenios  de  colaboración  y
cooperación  con  organismos  públicos  y  privados  nacionales  o
internacionales.

ñ)  Elaborar  y  presentar  un  informe  anual  de
conformidad a lo establecido en el artículo 15.

o) Las demás funciones y atribuciones que la ley
le otorgue.
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La Defensoría  podrá  ejercer  sus  funciones  y
atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales
de derechos humanos.

Artículo 5°. El interés superior del niño o niña, su
derecho a ser oído y la autonomía progresiva, son principios rectores que la
Defensoría  tendrá  siempre  en  consideración  al  conocer  y  pronunciarse
respecto de cualquier petición que se le formule.

Artículo 6°. La presentación de las peticiones a
que se refiere la letra b) del  artículo 4° de la presente ley, no obstará el
ejercicio de las acciones legales contempladas por el ordenamiento jurídico,
ni suspenderá o interrumpirá sus términos de prescripción o caducidad.

Artículo 7°. Las derivaciones o recomendaciones
que la  Defensoría  realice,  se  comunicarán al  jefe  superior  del  respectivo
servicio  del  Órgano  del  Estado  o  al  representante  legal  de  las  personas
jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán
además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.

Artículo  8°. La  información  y  antecedentes
recibidos por la Defensoría no podrán ser empleados para fines ajenos al
ámbito  de sus competencias.  Su tratamiento deberá siempre respetar  los
derechos  y  las  garantías  constitucionales  y  legales,  especialmente  lo
dispuesto en la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada.

Todos los actos y resoluciones de la Defensoría,
así  como  sus  fundamentos  y  los  procedimientos  que  se  utilicen,  serán
públicos, exceptuando aquella información que, en virtud del artículo 8º de la
Constitución  Política  de  la  República,  tenga  el  carácter  de  reservado  o
secreto. En lo demás, la Defensoría estará sujeta a las normas de la ley N°
20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

TÍTULO II ORGANIZACIÓN

Párrafo 1° Organización interna

Artículo  9°. En  su  organización  interna,  la
Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus
estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos
y  sus  modificaciones  serán  propuestos  por  el  Defensor  de  la  Niñez  al
Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto
supremo  expedido  a  través  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia.  Con  todo,  los  estatutos  deberán  ajustarse  a  los  principios
internacionales  que  rigen  a  las  instituciones  nacionales  de  promoción  y
protección de los derechos humanos.

La organización de la Defensoría considerará,
entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área
de promoción y difusión de derechos; y área de estudios.

Párrafo 2° Del Defensor
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Artículo 10. El Defensor de la Niñez, en adelante
“el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará
encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las
atribuciones entregadas a la Defensoría de la Niñez.

El  Defensor  será  designado  por  acuerdo  del
Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a
partir de una propuesta del Consejo Directivo del Instituto Nacional de
Derechos Humanos, previo concurso público. Durante éste, el Consejo
Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad
civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de
los niños y niñas. En caso que el candidato propuesto sea rechazado, el
Consejo hará una nueva propuesta, sobre la base del mismo concurso.

El  nombramiento  del  Defensor  será  formalizado
mediante  Decreto  Supremo  expedido  a  través  del  Ministerio  Secretaría
General de la Presidencia.

El Defensor durará  ocho años en su cargo y no
podrá ser designado por un nuevo período.

Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en
que el  defensor  designará  a su  subrogante  y las  normas que rijan dicha
subrogancia.

Artículo  11. Para  ser  nombrado  Defensor  se
requiere:

a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.

b)  No  encontrarse  sujeto  a  alguna  de  las
inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado.

c)  No  encontrarse  inhabilitado  para  trabajar  con
niños  y  niñas ni  figurar  en  el  registro  de  inhabilitaciones  para  ejercer
funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, que lleva el
Servicio de Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594
que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores
y establece registro de dichas inhabilidades.

d)  No haber  sido condenado por  delitos  que
infrinjan  la  Ley  N°  20.609,  que  establece  medidas  contra  la
discriminación,  o  por  los  delitos  contemplados en la  Ley N°  20.066,
sobre Violencia Intrafamiliar.

e) Encontrarse en posesión de un título profesional
y tener a lo menos diez años de experiencia profesional.

f)  Poseer  una  reconocida  trayectoria  en  el
ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los
niños y niñas.
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Artículo  12. El  cargo  de  Defensor  será  de
dedicación  exclusiva.  El  ejercicio  de  cualquier  actividad  profesional,
comercial  o  laboral  será  incompatible  con  el  cargo  de  Defensor,  con  la
excepción  de  los  cargos  docentes  según  lo  dispuesto  en  la  letra  a)  del
artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de
Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº
18.834,  Sobre Estatuto Administrativo;  el  ejercicio de los derechos que le
atañen personalmente; la percepción de los beneficios de seguridad social
de  carácter  irrenunciable  y  los  emolumentos  que  provengan  de  la
administración de su patrimonio.

El  Defensor  no  podrá  tomar,  en  las  elecciones
populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto
personal;  ni  participar  en  reuniones,  manifestaciones  u  otros  actos  de
carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de
la Defensoría.

El  Defensor  deberá  cesar  en  cualquiera  de  las
actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de
asumir el cargo. Si incurre en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo
ministerio de la ley.

Artículo 13. El Defensor podrá ser removido por la
Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de
alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del
artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta
e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado
mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La
Corte conocerá del  asunto en pleno especialmente convocado al efecto y
para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de
sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.

Removido el Defensor, se deberá proceder en el
plazo  más  breve  posible  al  nombramiento  del  nuevo  Defensor,  de
conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente.

Asimismo,  el  Defensor  cesará  en  su  cargo  al
cumplir setenta y cinco años de edad.

Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier
causal,  el  Defensor  no  podrá  optar  a  cargos  de  elección  popular  sino
después de transcurrido un año desde la cesación del mismo. 

En los casos de muerte o renuncia del Defensor,
el  Senado  declarará  la  vacancia  en  cuanto  tome  conocimiento  de  la
circunstancia que la motiva, y a contar de la fecha en que haya ocurrido.
Declarada la vacancia regirá lo establecido en el inciso anterior.

Artículo  14. Corresponderá  especialmente  al
Defensor: 
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a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y
velar por el cumplimiento de sus objetivos.

b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a
la Defensoría.

c)  Representar  judicial  y  extrajudicialmente  a  la
Defensoría.

d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de
la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.

e) Las demás funciones y atribuciones que la ley
le otorgue.

Artículo  15. El  Defensor  deberá  presentar
anualmente  un  Informe  ante  el  Presidente  de  la  República,  el  Congreso
Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo
menos, lo siguiente:

a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al
cumplimiento de su mandato legal.

b) La situación nacional en materia de derechos
de los niños y niñas, tomando en cuenta la realidad de las regiones.

c)  El  cumplimiento  efectivo  de  las  obligaciones
relativas a los derechos de los niños y niñas, incluyendo una opinión fundada
de  la  conducta  de  los  organismos  públicos  y  privados  frente  a  sus
requerimientos.

d)  El  estado  de  cumplimiento  de  las  solicitudes
que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la
presente ley; especialmente su omisión o retardo.

e)  La  situación  de  los  niños  y  niñas que  se
encuentran en centros de privación de libertad y centros residenciales de
protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.

f)  Las  recomendaciones  generales  que  estime
convenientes  para  el  resguardo  de  los  derechos  de  los  niños  y  niñas,
incluyendo  aquellas  relativas  a  las  adecuaciones  necesarias  de  la
legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la
Convención sobre los Derechos del Niño.

El  informe  será  público  y  deberá  difundirse  a
través  de  mecanismos  idóneos  que  permitan  su  conocimiento  por  la
ciudadanía y, en especial, por parte de los niños y niñas.

Artículo 16.  En el  ejercicio de sus funciones, el
Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos
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judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra h) del
artículo 4° de la presente ley. 

En  caso  que,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,
conozca  cualquier  crimen  o  simple  delito  cometido  contra  niños  o  niñas,
deberá denunciarlo ante el órgano competente.

En  el  caso  de  hechos  que  revisten  carácter  de
crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición
forzada  de  personas,  tráfico  ilícito  de  migrantes  o  trata  de  personas,  el
Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto
Nacional de Derechos Humanos, para los fines previstos en el artículo 3°,
número 5, de la ley N° 20.405.

Excepcionalmente  el  Defensor  podrá,  en
causas  que  involucren  un  interés  social  relevante  y  exijan  pronta
solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños
y  niñas,  deducir  querellas,  siempre  que  se  trate  de  aquellos  delitos
tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°,
2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.

Párrafo 3°

Del Consejo Consultivo

Artículo  17. El  Consejo Consultivo,  en adelante
también “el Consejo”, será un órgano colegiado asesor del Defensor que se
conformará con representantes de la sociedad civil,  de organizaciones de
niños  y  niñas  y  de  las  Universidades  reconocidas  por  el  Estado  y
acreditadas. Para estos efectos, la Defensoría deberá llevar un registro de
las  organizaciones señaladas. Los estatutos de la Defensoría establecerán
los requisitos para la inscripción en el registro, y la manera de proceder a la
elección e integración de los representantes del Consejo. 

El Consejo tendrá dentro de sus funciones la de
asesorar al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que
requieran  del  pronunciamiento  de  la  sociedad  civil  para  su  adecuada
resolución. Además, recibirá y canalizará las opiniones y las propuestas de la
sociedad civil  en torno a la Defensoría y su rol,  dentro del ámbito de sus
competencias.

Los  estatutos  de  la  Defensoría  establecerán  los
mecanismos y formas en que el Consejo prestará su asesoría al Defensor.
Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.

TÍTULO III

PERSONAL Y PATRIMONIO

Artículo 18. Las personas que presten servicios
para la Defensoría se regirán por el  Código del Trabajo. Con todo, serán
aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N°
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20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos
de  Intereses  y  las  disposiciones  del  Título  III  de  la  Ley  Orgánica
Constitucional  de Bases Generales de la Administración del  Estado,  cuyo
texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  fue  fijado  por  el  decreto  con
fuerza  de  ley  Nº  1,  de  2001,  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia,  debiendo dejarse  constancia  en  los  contratos  respectivos  de
una cláusula que así lo disponga.

Quienes  desempeñen  funciones  directivas  en  la
Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el
Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de
selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N°
19.882 que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos
que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.

Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k)
del artículo 61  del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio
de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº
18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730
que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares
ante  las  Autoridades  y  Funcionarios,  y  deberá  realizar  declaración  de
patrimonio  e  intereses  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  ley  N°  20.880,  ya
referida.

El  Defensor  percibirá  una  remuneración  bruta
mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.

Artículo 19. La Defensoría deberá cumplir con las
normas  establecidas  en  el  decreto  ley  Nº  1.263,  de  1975,  sobre
Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos
y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.

Asimismo,  la  Defensoría  estará  sometida  a  la
fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a
su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.

Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán
exentas  del  trámite  de  toma  de  razón  por  la  Contraloría  General  de  la
República.

Artículo 20. El patrimonio de la Defensoría estará
formado por:

a) Los aportes que anualmente le destine la Ley
de Presupuestos del Sector Público.

b)  Los  bienes  muebles  e  inmuebles  que  se
transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos
de dichos bienes.
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c)  Las  donaciones,  herencias  o  legados  que  le
hagan, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere
el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones
y donaciones establecido en la ley N°16.271 sobre Impuesto a la Herencia,
Asignaciones y Donaciones.

d) Los aportes de la cooperación internacional que
reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.

Artículo 21. Los actos del Defensor de la Niñez
que requieran para su aprobación de decreto supremo se dictarán a través
del Ministerio Secretaría  General de la Presidencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo  primero. La  presente  ley  entrará  en
vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.

La  primera  designación  del  Defensor  de  la
Niñez  se  hará  dentro  de  los  sesenta  días  de  la  publicación  de  la
presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el
inciso segundo del artículo 10 de la presente ley, para efectos de la
instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no
inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor
de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
anterior, la Defensoría de la Niñez se entenderá legalmente constituida
una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.

El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo
17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la
Defensoría.

Artículo  segundo. El  mayor  gasto  fiscal  que
represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de
su vigencia, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03-
104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos
del año respectivo.”.

---

30



Acordado en sesiones celebradas los días 11 y 18
de  abril  de  2017,  con  asistencia  de  los  Honorables  Senadores  señores
Carlos Montes Cisternas (Presidente),  Juan Antonio Coloma Correa,  José
García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 24 de abril de 2017.

ROBERTO BUSTOS LATORRE
Secretario de la Comisión
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RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL
PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE

CREA LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ.

(Boletín Nº 10.584-07)

I. OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:
crear la  Defensoría  de  los  Derechos  de  la  Niñez,  como  una
corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y
patrimonio  propio,  cuya  finalidad  sea  la  difusión,  promoción  y
protección de los derechos de los niños y niñas.

II. ACUERDOS:
Artículos 1°. Aprobado por unanimidad (4x0).
Artículos 10. Aprobado con enmiendas por unanimidad (4x0).
Artículos 18. Aprobado por unanimidad (4x0).
Artículos 19.  Incisos primero y  segundo aprobados por  unanimidad

(4x0), e inciso final aprobado por mayoría de votos, tres a favor y
uno en contra (3x1).

Artículos 20. Aprobado por unanimidad (4x0).

Artículo primero transitorio. Aprobado por unanimidad (4x0).
Artículo segundo transitorio. Aprobado por unanimidad (4x0).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN:
consta  de  veintiún  artículos  permanentes  y  dos  disposiciones
transitorias. 

IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: El inciso segundo del artículo 8°
del proyecto reviste el carácter de ley de quórum calificado, en tanto
asume los criterios establecidos en el inciso segundo del artículo 8° de
la Constitución Política de la República para fijar la reserva o secreto
de los actos y resoluciones de la Defensoría de los Derechos de la
Niñez,  así  como sus fundamentos y procedimientos.  Tales  criterios
son el debido cumplimiento de las funciones del órgano, los derechos
de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

Por su parte, el inciso primero del artículo 13, reviste el carácter de
orgánico  constitucional,  en  tanto  atribuir  a  la  Corte  Suprema  el
conocimiento del procedimiento de remoción del Defensor de la Niñez.
Ello, en coherencia con lo dispuesto en el inciso primero del artículo
77 de la Constitución Política de la República.

Por último, los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la iniciativa
tienen el carácter de orgánicos constitucionales, en tanto se relacionan
directamente  con  las  funciones  y  atribuciones  de  la  Contraloría
General de la República, en los términos del inciso primero del artículo
98 y del inciso final del artículo 99 del texto constitucional. 
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Lo anterior, en virtud de que el referido inciso segundo explicita que el
órgano contralor fiscalizará a la Defensoría en lo que concierne a su
personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas, mientras que el
aludido inciso tercero, a su turno, excluye del trámite de toma de razón
a  las  resoluciones  del  Defensor  de  la  Niñez.  Ello,  además,  en
concordancia  con  lo  resuelto  por  el  Tribunal  Constitucional  en  sus
sentencias roles Nos 45 (considerandos 5° y 6°), 63 (considerando 4°),
384  (considerando  11°),  2.619  (considerando  26°)  y  2.672
(considerando 7°), entre otras.

V. URGENCIA: simple.

VI. ORIGEN INICIATIVA: Senado. Mensaje de Su Excelencia la señora
Presidenta de la República.

VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primero.

VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 22 de marzo de 2016.

IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Hacienda.

X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA
MATERIA: 

a. Derecho Interno

1. Constitución Política de la República. Artículo 8°.

2.- Ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

3. Ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.

4. Ley N° 20.594, que crea inhabilidades para condenados por delitos
sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades.

5.  Decreto  con  Fuerza  de  Ley  N°  29,  de  2004,  del  Ministerio  de
Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley
N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. Artículos 61 y 87, letra a).

6. Código Orgánico de Tribunales. Artículo 256, números 1°, 5°, 6°, 7°
y 8°.

7. Ley N° 20.405, del Instituto Nacional de Derechos Humanos. Artículo
3, número 5.

8. Código Penal. Artículo 142 y párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y
3° del Título VIII, ambos del Libro Segundo.

9. Ley N° 20.880, sobre probidad de la función pública y prevención de
los conflictos de intereses.
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10. Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría
General  de  la  Presidencia,  que  fija  texto,  refundido,  coordinado  y
sistematizado  de  la  ley  N°  18.575,  Orgánica  Constitucional  de  Bases
Generales de la Administración del Estado. Título III.

11.  Ley  N°  19.882,  que  regula  la  nueva  política  de  personal  a  los
funcionarios públicos que indica. Título VI.

12. Ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen
intereses particulares y ante las autoridades y funcionarios.

13. Decreto Ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre
Administración Financiera del Estado.

14. Código Civil. Artículo 1.401.

15.  Ley  N°  16.271,  sobre  impuesto  a  la  herencia,  asignaciones  y
donaciones.

b. Derecho Internacional

1.- Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de
1989,  incorporada  a  nuestra  normativa  interna  mediante  decreto
supremo  N°  830,  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  de  27  de
septiembre de 1990.

2.- Observaciones Generales del Comité de Derechos del Niño de
las Naciones Unidas a Chile de los años 2002 (considerando N° 13),
2007 (considerando N° 15) y 2014 (recomendación N° 19).

                  Valparaíso, 24 de abril de 2017.

ROBERTO BUSTOS LATORRE
Secretario de la Comisión
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